
  
    Esto no es un obituario


    En un planeta rebosante de crisis, la ambiental es la más urgente. Pero, pese a todas las evidencias de cómo nos afecta hoy, se sigue planteando como un problema a largo plazo. No es así. Ya está frente a nosotros.


    Saber lo que está pasando hoy con México y el resto del planeta es tan fácil como revisar las redes sociales: inundaciones en un sitio y sequías en otro; millones de muertes por falta de alimentos o por contaminación; cientos de miles de personas obligadas a abandonar sus casas; desabasto y pugnas por el agua. Y cada año es peor.


    Estamos en un punto en el que no hay forma de entender los problemas actuales sin esta crisis que hemos creado. El secretario general de la Organización de las Naciones Unidas, António Guterres, dijo en agosto de 2021 que estamos en “un código rojo para la humanidad. Las campanas de alarma son ensordecedoras y las pruebas son irrefutables”. Simplemente no las estamos viendo ni escuchando.


    Colapso, según la Real Academia de la Lengua, significa “destrucción, ruina de una institución, sistema o estructura”. Pero también es una “deformación o destrucción bruscas de un cuerpo por la acción de una fuerza”. La idea de este libro está anclada en la segunda acepción. Por décadas, nuestro país y el mundo han languidecido ante la explotación indiscriminada e ilegal de sus recursos naturales por la acción de nuestra fuerza y, sobre todo, por la falta de políticas públicas que obliguen a que las industrias privadas y estatales trabajen de forma sustentable para asegurarnos un mejor futuro.


    El problema va más allá del “cambio climático” o “calentamiento global”, conceptos que de tanto escucharlos quizá nos han dejado de dar miedo, sino de las acciones que toman a diario quienes tienen el poder político y económico. Es necesario entender que esta crisis nació y ha crecido, mayoritariamente, por la falta de regulación o del cumplimiento de las leyes. En el siglo XIX, la Revolución Industrial fue el inicio de todas las comodidades en las que vivimos, pero también del desprecio al planeta y a su agua, aire, tierra, flora y fauna. Hoy estamos viviendo las consecuencias y muy pronto no habrá marcha atrás.


    Es un problema sistémico, originado y perpetuado por el Estado y las grandes empresas, quienes buscan culpar a la gente: a diario nos bombardean con mensajes exigiéndonos no usar auto, no tener hijos, no comer carne, consumir tecnologías verdes. Pero por mucho que los ciudadanos reciclemos la basura o bajemos nuestra huella de carbono, la mayor parte de la solución no está ahí. De acuerdo con el Instituto de Responsabilidad Climática estadounidense, las 20 empresas más contaminantes del mundo —entre las que se cuenta Petróleos Mexicanos (Pemex)— fueron responsables de 35% de las emisiones contaminantes desde 1965 hasta 2018.


    Eso no significa que dejemos de actuar para que no colapsen nuestro país y nuestro planeta. Los esfuerzos personales y cotidianos son necesarios, pero la respuesta a la crisis está en otro sitio. Los ocho reportajes que componen este libro ejemplifican bien esas historias de falta de leyes y de instituciones que impongan orden, de empresas que actúan sólo por su beneficio económico y de funcionarios que lo permiten, y del aparente nulo entendimiento que tienen los que ostentan el poder sobre cómo salvar el medio ambiente es salvarnos a todos nosotros.


    Karla Casillas narra la batalla de los habitantes de Homún, Yucatán, contra una granja porcícola que insiste en contaminar los cenotes. Alejandro Melgoza explica cómo el jaguar está en peligro ante la construcción del Tren Maya. Carlos Carabaña muestra los claroscuros de la tala legal e ilegal en la zona centro del país. José Luis Pardo Veiras explora la región carbonífera de Coahuila, donde los pulmones de los mineros sufren igual que el aire de la zona. Carlos Martínez retrata la crudeza del viaje forzado que realizan quienes migran desde Centroamérica a causa de los crecientes desastres naturales. Michael Snyder explica cómo las inundaciones en Tabasco tienen mucho que ver con el monocultivo del plátano, emblema de la zona. Alejandra Sánchez Inzunza muestra la devastación del mar de Sinaloa por la pesca indiscriminada y el mal manejo de la basura. Y Alberto Pradilla se adentra en Tula, Hidalgo, donde una central termoeléctrica envenena no sólo a sus habitantes, sino a todo el Valle de México.


    Las historias que reportearon en el terreno hablan de quienes sufren más de cerca y directamente por esta falta de acciones y políticas públicas que siguen matando gente, animales, ríos, plantas, océanos, cenotes, ciudades y el aire mismo que todos respiramos. Pero estos problemas de las comunidades y de los habitantes que ahí resisten, que podrían parecer particulares, nos hablan de algo más grande: un sistema completo que no ha querido buscar una solución de fondo e inteligente al gran problema de nuestro tiempo.


    La otra cara de cada una de estas historias es que, pese al desastre latente y las malas decisiones, siempre hay alguien que intenta que la situación sea distinta. En algunos casos hay una batalla frontal de individuos y comunidades contra los poderosos, historias valerosas y esperanzadoras de un David que busca salvar su medio ambiente contra un Goliat que lo depreda. Pero no todas las circunstancias sirven para lo que conocemos como heroísmo. Muchas veces los héroes no son como nos lo han contado, y sólo son aquellos que resisten diariamente penurias que pocos más podrían soportar y que, al hacerlo, marcan un camino distinto.


    Este libro no es un obituario ni una exhibición f

  


  
    


    EPÍLOGO
 
 Nuestra pelea por el futuro


    En febrero de 2022, el gobierno de Nuevo León decretó el estado de emergencia ante la sequía extrema en la entidad fronteriza. Hasta agosto, cuando este libro se envió a la imprenta, el problema había aumentado para los habitantes del estado y su capital, Monterrey, la segunda mayor área metropolitana del país (5.3 millones de habitantes). La zona vivía su “día cero”, con la peor escasez de agua en 25 años y temperaturas de 40 grados centígrados.


    La falta de lluvias dejó vacías las presas que surten de agua potable a la zona y por ello el gobierno restringió los horarios de uso, aumentó las tarifas por metro cúbico para los ciudadanos y la sanción para los comercios por desperdiciarla llegó a ser de clausura. Las fuerzas de seguridad fueron enviadas a patrullar las represas para evitar el robo del líquido. Los habitantes que se quedaron sin agua durante días bloquearon avenidas, autopistas, quemaron llantas, exigieron soluciones en redes sociales y, principalmente, deambularon de colonia en colonia para poder conseguir quien les vendiera un poco. Quienes podían pagarlo, vaciaron de agua embotellada las tiendas de autoservicio.


    Nuevo León no era el único estado que sufría por la falta de agua: el Monitor de Sequía en México marcaba a la mitad del país en una sequía de moderada a excepcional. Por ejemplo, todos los municipios de Querétaro, Baja California y Aguascalientes. El 12 de julio, la Comisión Nacional del Agua (Conagua) declaró la emergencia por sequía en el país.


    La situación en el mundo era similar: incendios que arrasaban el sur de Estados Unidos, Francia, Portugal y España; temperaturas récord en Europa occidental, India y China. El planeta ardía. El fuego y el calor como una alerta de lo que nos proyecta el futuro.


    En junio, con una crisis encima que lo rebasaba, el gobernador de Nuevo León, Samuel García, dio esta declaración: “El estado tiene agua para las empresas, mas no para el consumo humano. Ahora resulta que no tenemos agua, pero las empresas que están viniendo a instalarse llegan a [Servicios de] Agua y Drenaje, dicen ‘ocupo ocho litros por segundo’, y en tres meses queda el pozo y está el agua. Claro, no es potable, es para la siderúrgica, para hacer un carro”. Su idea era no ahuyentar a los inversionistas ante la crisis hídrica.


    El presidente Andrés Manuel López Obrador le recomendó iniciar un diálogo con las empresas que consumen mayor cantidad de agua, con el fin de priorizar el consumo doméstico, y agregó que en el estado se han entregado permisos “sin ningún control” para la construcción de industrias y unidades habitacionales.


    El artículo 4 de la Constitución mexicana reconoce el derecho humano al agua: “Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho […]”.


    El problema, como pudimos comprobar en los ocho reportajes de este libro, es que hoy se pretende que todo —los árboles, las personas, los mares, los animales, la tierra, los cenotes, el aire, el planeta, el futuro— sea propiedad de alguien, una empresa privada o estatal. Ya sea en nombre del progreso, del disfrute, de la generación de capital o la mejora de un país, todo está en venta.


    En Nuevo León, por ejemplo, 70% del agua se utiliza para uso agrícola, 25% para el abastecimiento público y 4% en la industria, de acuerdo con datos de Conagua.


    Hasta inicios de 2022, en la entidad existían 13 230 concesiones de explotación de aguas subterráneas y superficiales, de las cuales 60% también era para uso agrícola. Tan sólo 11 empresas tenían concesionados más de un millón de metros cúbicos de agua.


    El gobernador García dijo en junio que la Conagua obligaría a la cervecera Heineken a entregar una tercera parte del líquido que le concesionó: a la empresa se le concesionaron seis millones de metros cúbicos del agua y sólo utilizaba cuatro, por lo que debía ceder esa parte a la comunidad.


    La empresa holandesa buscó cambiar la narrativa y dio a conocer no solo que cedería esos millones de metros cúbicos, sino que, junto con Grupo Alfa, construirían un pozo profundo que supuestamente proporcionará 3.1 millones de metros cúbicos de agua al año.


    La sequía y la falta de agua para la gente, pero no para las industrias, no es un tema exclusivo de Nuevo León. Siete empresas nacionales y extranjeras tienen 70% de las concesiones de agua en el país, entre las que se encuentran bancos, empresas agrícolas y cadenas del sector agroalimentario. Al menos 44 millones de mexicanos no tienen acceso al agua de manera cotidiana, de acuerdo con una investigación de Juan Luis Hernández Pérez, del Instituto de Investigaciones Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México.


    Ese mismo mes, el gobierno de Chihuahua interpuso denuncias por robo de agua contra 19 granjas que la hurtaban para regar sus campos y darles de beber a sus animales. En Sonora, unas 5,000 personas tomaron las calles de Hermosillo para exigir agua potable en sus casas y que ésta no fuera usada por los consorcios cerveceros de la zona. En Querétaro, ciudadanos protestaron contra la aprobación de una ley que privatiza el agua. Casos similares se dieron en otros estados.


    Esta sequía y la forma de las autoridades y empresas para atacarla, como en los casos que muestran los reportajes, son un problema sistémico que no tienen que ver solamente con la falta de lluvia en México, sino con la depredación del recurso. Las soluciones hasta ahora son paliativos: no hay un plan federal, estatal o municipal para resolver las causas de fondo. Esto, por supuesto, va más allá del país.


    En marzo de este mismo año los científicos alertaron de una ola de calor en los polos sur y norte del planeta. A partir de ahí, las temperaturas han ido creciendo: India y Pakistán registraron un récord histórico, España llegó a los 44 grados en junio, miles de personas han sido evacuadas en Estados Unidos o Marruecos ante los incendios que devastaron decenas de miles de hectáreas de bosques.


    Vikki Thompson, científica del clima del Instituto Cabot de la Universidad de Bristol, dijo al diario The Guardian: “El cambio climático está haciendo que las olas de calor sean más fuertes y duren más en todo el mundo. Los científicos han demostrado que estas olas son más intensas debido al cambio climático inducido por el hombre. La señal del cambio climático es incluso detectable en el número de muertes que se les atribuyen”.


    Mientras la sequía y los incendios avanzaban, la Oficina Nacional de Administración Oceánica y Atmosférica estadounidense pronosticaba en julio que esta temporada de huracanes en el Atlántico —que abarca de junio a noviembre, y de la cual ya hemos leído en páginas previas sus efectos devastadores— tenía 65% de probabilidades de tener más eventos que el promedio. Mientras una parte de la población sufre por falta de agua, la otra sufre por exceso de ésta. Tenemos el fuego encima, pero hemos preferido pensar que no existe. Vivimos ya en una crisis, pero quienes están a cargo no quieren ni han querido verla.


    * * *


    El 29 de junio el presidente López Obrador dijo en su conferencia mañanera, para justificar la política energética que hace que sitios como la planta de Tula o la región carbonífera de Coahuila sigan funcionando, que “el petróleo va a continuar siendo negocio. No es que yo lo desee, lo mejor es la transición energética, lo mejor es que se avance en energías limpias, pero son procesos que llevan tiempo. Y en algunos casos por eso están padeciendo, [países que] no supieron manejar los tiempos y se creyeron lo que se decía, que pronto ya todo iba a ser con energías renovables”.


    El mandatario, como otros líderes mundiales, insiste en que aún hay tiempo, que la crisis vendrá después y hay otras prioridades. Lo señaló bien la activista sueca Greta Thunberg en un artículo de The Guardian en octubre de 2021: “La negación de la crisis climática y ecológica es tan profunda que ya casi nadie la toma en serio. Y como nadie trata a esta crisis como tal, las advertencias sobre el riesgo a nuestra existencia siguen ahogándose en una marea constante de greenwashing y en el flujo diario de noticias de los medios”.


    La activista, entonces de 18 años, agregaba: “Y, sin embargo, todavía hay esperanza, pero ésta comienza con la honestidad. Porque la ciencia no miente. Los hechos son clarísimos, pero nos negamos a aceptarlos. Nos negamos a reconocer que ahora tenemos que elegir entre salvar el planeta o salvar nuestro insostenible modo de vida. Porque queremos ambas cosas. Exigimos ambas cosas”.


    No se pueden lograr ambas. La Organización de las Naciones Unidas señaló en febrero de 2022 que la contaminación y las sustancias tóxicas causan al menos nueve millones de muertes prematuras, el doble del número de muertes causadas por la pandemia de Covid-19 en sus primeros 18 meses. Una de cada seis muertes en el mundo está relacionada con enfermedades causadas por la contaminación. La cifra triplica las muertes por sida, malaria y tuberculosis, y multiplica por 15 las ocasionadas por las guerras, los asesinatos y otras formas de violencia.


    Así que habrá que repetirlo las veces que sea necesario: la crisis ambiental es la más urgente de todas. La mayor parte de la culpa recae en la falta de voluntad política de los Estados, en la incapacidad de las instituciones financieras para dejar de invertir en los combustibles fósiles y en los intereses de quienes utilizan su poder económico para seguir extrayendo hasta la última cubeta de carbón y el último barril de petróleo. Y nada va a cambiar si, además de regular a estas empresas estatales y privadas y hacer que se cumpla la ley, no se modifica la forma en que conviven con el medio ambiente.


    No se trata sólo de cambiar al uso total de energías renovables. Incluso éstas necesitan componentes que se obtienen de la extracción masiva de compuestos como cobalto, litio y níquel de minas que utilizan trabajo esclavo infantil y envenenan las zonas aledañas, como sucede en República del Congo. Y colocar parques eólicos en ocasiones desplaza a habitantes de la zona en la que habitan, como sucede en la comunidad zapoteca Unión Hidalgo, en Oaxaca, la cual lleva años peleando contra la empresa francesa EDF.


    Como podemos ver en el caso de Monterrey, las empresas deben dejar de depredar el ambiente en aras de obtener un beneficio económico. Esta visión pone la mira en el futuro, en lo que necesitamos hacer por y para las siguientes generaciones, no en lo que sucederá en las siguientes semanas o meses.


    Esto lo saben bien los defensores del territorio en México y en el mundo, quienes a diario arriesgan su vida para cuidar el agua, la tierra y el aire. Su defensa de nuestro futuro la han pagado con sangre: en 2021 hubo al menos 108 agresiones en su contra en México, de las cuales 25 fueron asesinatos. El Informe sobre la situación de las personas y comunidades defensoras de los derechos humanos ambientales en México, publicado en 2022 por el Centro Mexicano de Derecho Ambiental, señala que ese año fue uno de los más violentos de los que se tienen registro y que las agresiones crecieron 165% respecto a 2020.


    Una nota del sitio Mongabay señala que “lo paradójico es que la escalada de asesinatos y agresiones se registró el mismo año en que entró en vigor el Acuerdo de Escazú, un tratado en el que los Estados de América Latina y el Caribe, por primera vez, reconocen a los defensores de derechos humanos en temas ambientales y los obliga a protegerlos”.


    Durante los tres primeros años del sexenio de López Obrador, 58 personas defensoras de ambiente y territorio fueron asesinadas, y la mayoría de los casos sigue impune. De esas agresiones, 41% fue en contra de población de pueblos originarios, en especial contra mayas, zapotecas, mixtecos y yaquis. Levantar la voz tiene un costo, pero quienes lo hacen saben que callar implica la destrucción de su entorno.


    El informe agrega que los proyectos de desarrollo en México “son parte de un sistema que genera violencia estructural, de un andamiaje jurídico que legitima la violencia para explotar a personas, pueblos y la naturaleza […] En 2021 contemplamos con preocupación la multiplicación de los proyectos de desarrollo y la erosión de las condiciones bajo las cuales las personas y comunidades defensoras del medio ambiente, tierra y territorio realizan su labor”.


    No podemos dejar solos a los defensores del territorio, los guardianes de nuestro futuro. Es necesario que todos tomemos acciones ya y las principales formas de detener la crisis ambiental, en México y el mundo, pasan por la presión política.


    Esto significa exigir a los gobiernos y a las empresas mediante acciones colectivas que cambien sus políticas y prácticas comerciales. Los políticos quieren nuestro voto para ser electos y las empresas nos necesitan como clientes, así que exigirles mejores prácticas es una forma de impulsar un cambio.


    De acuerdo con la organización Greenpeace, entre las principales acciones a tomar para poder contener la crisis están: 1) Mantener los combustibles fósiles bajo tierra y alejar las economías de los países de ellos lo antes posible. 2) Invertir en energías renovables como la solar, eólica, undimotriz (oleaje), mareomotriz (mareas) y geotérmica. 3) Cambiar a un transporte sostenible y dejar de utilizar vehículos que consuman combustibles fósiles. 4) Plantar más árboles en los lugares adecuados y proteger los bosques contra la tala, legal o ilegal. 5) Proteger los océanos de la sobrepesca, la extracción de petróleo y gas, y la minería de aguas profundas. 6) Reducir el consumo de las personas en los países más ricos. 7) Reducir el uso de plásticos.


    Estas soluciones, insiste la organización, “necesitan una fuerte cooperación internacional entre gobiernos y empresas, incluidos los sectores más contaminantes”. En México, organizaciones civiles han reiterado que también se necesita mayor presupuesto público para las dependencias que están a cargo de la conservación y defensa del medio ambiente.


    Desde nuestro lado, aunque sea más fácil sentirse abrumado y pensar que esta crisis ambiental es demasiado grande para solucionarla, se puede ejercer presión. El fuego hoy se combate con fuego. Necesitamos encendernos, tomar en serio la amenaza y, en conjunto, avanzar hacia un mejor futuro. Una forma es hacerlo directamente con los funcionarios públicos que nos representan: solicitar acciones a los diputados locales y federales en sus redes sociales y en sus módulos de atención ciudadana.


    Sin embargo, también hay muchas organizaciones —como las que se citan en este libro: Indignación, Iniciativa Climática de México, Greenpeace y muchas más— que llevan años ejerciendo esta presión al gobierno e iniciativa privada. Acompañar sus batallas, ya sea donando tiempo o dinero, o acudiendo a los eventos que realizan, es también una forma de generar una acción.


    Si todos decidimos ser David, hay forma de contener a Goliat. Nuestro país y planeta están en juego, y no hay más futuro que el presente que construimos hoy.
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